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Como es bien conocido, a través de 
la fiducia sucesoria aragonesa una 
persona con vecindad civil aragonesa, 
el comitente, puede nombrar a una o 
varias personas, los fiduciarios, para 
que se encarguen de ordenar la suce-
sión mortis causa, produciéndose así 
una delegación de la facultad de dis-
poner por causa de muerte.  Se trata 
de una figura que forma parte de lo que 
genéricamente se denominan “insti-
tuciones de confianza” y que goza de 
amplia tradición en nuestro Derecho 
privado (vid. arts. 439-463 Código del 
Derecho Foral de Aragón).
De acuerdo con su naturaleza, uno de 
los rasgos esenciales que definen esta 
institución es la situación de penden-
cia en que se encuentra la sucesión 
hasta que el fiduciario decide ejecu-
tar la fiducia, ejerciendo la función de 
reparto que le corresponde. Hasta ese 
instante, los posibles beneficiarios y 
futuros herederos no están todavía lla-
mados a la herencia ni pueden acep-
tarla, es decir, no se ha producido 
la delación hereditaria (ex. art. 448 
Código del Derecho Foral de Aragón).
La traducción de esta particularidad 
al ámbito de la tributación sucesoria 
no tiene especial reflejo en la vigente 
Ley del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones (1987), que no se refiere 
expresamente a la fiducia arago-
nesa, pero, en cambio, venía con-
tando con un precepto específico 
en el Reglamento del impuesto. 
Básicamente, a tenor del artículo 54.8 
RISD (1991), a la muerte del comi-
tente se giran liquidaciones provi-
sionales a todos los “herederos” por 
partes iguales, entiéndase dividiendo 
la masa hereditaria pendiente de eje-
cución fiduciaria. Al ejecutarse com-
pletamente el encargo fiduciario, 
procede una suerte de regularización, 
ingresando entonces cada heredero lo 
que proceda o devolviéndose lo liqui-
dado en exceso.
De otra parte, en virtud de las normas 
estatales que regulan la cesión de 
impuestos a las CCAA (LOFCA y su 
normativa de desarrollo), éstas han 
venido asumiendo importantes com-
petencias normativas, particularmente 
en el ISD, donde pueden incidir decisi-
vamente sobre el gravamen (reduccio-
nes, tipos, bonificaciones, gestión...). 
En este sentido, Aragón ha establecido 
medidas para ordenar la tributación de 
la fiducia aragonesa en materia suce-
soria y que, manteniendo el esquema 
del RISD, se ocupan, por una parte, de 
acomodarlo con los beneficios fiscales 
establecidos por la normativa estatal 
y autonómica y, por otra, de concre-
tar el modo de proceder y liquidar 
en estos casos, despejando algunas 
dudas, y favoreciendo, incluso, el pago 
de las liquidaciones provisionales con 
cargo al caudal relicto (artículos 131.4 
y 133.2, respectivamente, del Anexo 
I de la Ley 10/2015, que contiene el 
texto actualizado de las disposiciones 
dictadas por Aragón en materia de tri-
butos cedidos).
En todo caso, la polémica suscitada 
en torno a esta cuestión es también 
conocida, pues, en definitiva, se esta-
blece un gravamen provisional a los 
posibles beneficiarios cuando aque-
llos no son llamados a la herencia 
y no tienen todavía la condición de 
herederos, es más, incluso es posible 
que en algún caso no lleguen a tenerla 
nunca. Se somete, por lo tanto, a tri-
butación, por mandato reglamentario, 
un incremento patrimonial inexistente 
y ficticio, en aras de asegurar la recau-
dación y de no dejar el devengo del 
tributo en manos de una decisión de 
los causahabientes.
Los reparos contra este régimen fiscal 
no tardaron demasiado en trasla-
darse a los tribunales.  El primer paso 
importante se produce en el Tribunal 
Superior de Justicia de Aragón que, 
a través de la Sentencia de 21 de 
abril de 2003, planteó Cuestión de 
Ilegalidad ante el Tribunal Supremo 
respecto del artículo 54.8 RISD, 
haciendo suyos los argumentos antes 
aludidos y que parte de la doctrina 
científica, primero civil y más tarde tri-
butaria, había puesto ya de relieve. Se 
entendía que el precepto reglamenta-
rio vulneraba la regulación contenida 
en la LISD, respecto de la definición 
del hecho imponible y del devengo, 
haciendo tributar, siquiera sea de 
forma provisional, a un eventual con-
tribuyente que no ha realizado el hecho 
imponible del tributo ni ha obtenido el 
correspondiente incremento patrimo-
nial, pues ni siquiera ha sido llamado a 
la herencia. Es sabido que las normas 
fiscales establecen con cierta fre-
cuencia presunciones, cuando no 
verdaderas ficciones, que determi-
nan la existencia de un hecho impo-
nible gravado, pero en todo caso ha 
de ser la ley y no el reglamento quien 
lo defina.
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sionales a todos los “here-
deros” por partes iguales, 
entiéndase dividiendo la 
masa hereditaria pendiente 
de ejecución fiduciaria. 
Al ejecutarse completa-
mente el encargo fiducia-
rio, procede una suerte de 
regularización
17
A C T U A L I D A D  D E L  D E R E C H O  E N  A R A G Ó N  |  N O V I E M B R E  2 0 1 6
DOCTRINA JURÍDICA
Sin embargo, estos razonamientos no 
convencieron inicialmente al Tribunal 
Supremo, que, a través de la Sentencia 
de 31 marzo de 2004, desestima la 
Cuestión de Ilegalidad, entendiendo 
plenamente ajustada a Derecho la nor-
mativa reglamentaria sobre la tributa-
ción sucesoria de la fiducia aragonesa. 
Caso zanjado, pensamos muchos, y 
así se venía liquidando por parte de 
las Administraciones tributarias regio-
nales, sin más incidencias, hasta que 
una sorprendente STS de 30 de 
enero de 2012 da un giro de ciento 
ochenta grados respecto de la doc-
trina anterior, confirmando, ahora sí, 
todos los argumentos que ocho años 
antes había rechazado y reconociendo 
abiertamente que decide cambiar el 
criterio. Se acoge ahora a las tesis del 
TSJ de Aragón y deroga el artículo 
54.8 RISD, por infringir el princi-
pio de jerarquía normativa. Un cri-
terio y una doctrina que ha seguido 
manteniendo la propia Sala de Lo 
Contencioso del Supremo en poste-
riores sentencias.
Consecuentemente, la pregunta era 
obligada. ¿A partir de ese momento, 
qué ocurre con la tributación de la 
fiducia aragonesa? Muchos pensaron 
aliviados que se liquidaría conforme 
al momento en que tiene lugar la ver-
dadera adquisición patrimonial por el 
beneficiario. Es decir, que la paraliza-
ción que tiene lugar en el orden civil 
finalmente se iba a acoger en el orden 
fiscal. Sin embargo, nada más lejos de 
la realidad.
De una parte, los órganos de gestión 
tributaria de la CCAA de Aragón 
seguían aplicando el esquema tradi-
cional de tributación de las herencias 
ordenadas mediante fiducia, sobre la 
base de que, con independencia de la 
anulación del precepto reglamentario 
por el Supremo, seguimos contando 
con la normativa propia de la CCAA 
que regula este asunto, en virtud de 
las competencias que se habían ejer-
cido, y que, en consecuencia, conti-
núan resultando plenamente vigentes 
y aplicables (vid. artículo 133.2 de 
las normas dictadas por la CCAA de 
Aragón de materia de tributos cedidos 
y que lleva por rubrica “procedimiento 
para ordenar las herencias ordenadas 
mediante fiducia”).
De otra parte, sin embargo, tanto el 
Tribunal Económico Administrativo 
Regional de Aragón (Res. 25-10-
2012) como el Tribunal Económico 
Administrativo Central (Res. 10-10-
2013), este resolviendo un recurso 
para la unificación de doctrina, entien-
den que, tras la intervención del 
Supremo, la normativa legal auto-
nómica que establece la obligación 
de practicar aquellas liquidaciones 
provisionales a los “futuros benefi-
ciarios” ha quedado desprovista del 
fundamento normativo que le per-
mitía su efectiva aplicación. 
Sintetizando mucho el trasfondo jurí-
dico, la LOFCA y sus normas de desa-
rrollo permiten a las CCAA regular 
ciertos parámetros del impuesto, tales 
como reducciones en la base impo-
nible, tipos de gravamen o bonifica-
ciones sobre la cuota, así como los 
aspectos relativos a la gestión, pero 
no les atribuye capacidad normativa 
sobre el hecho imponible o el devengo. 
En mi opinión, no cabría entender, por 
lo tanto, que la liquidación provisio-
nal (ahora denominada “a cuenta” 
por la norma autonómica) que se gira 
al posible beneficiario tras la muerte 
del comitente se engloba entre esas 
competencias gestoras, como viene 
a defender la Administración tributaria 
regional, sino que se trata, más bien, 
de una cuestión que incide directa-
mente sobre el hecho imponible y el 
devengo. En este sentido, suprimido el 
precepto estatal del RISD que habili-
taba para ello, no cabría subsumir esa 
ordenación de las herencias en fiducia 
que hace la ley autonómica dentro de 
las competencias que la LOFCA y las 
normas de desarrollo atribuyen a las 
CCAA. De alguna manera, es el cri-
terio que vienen a defender tanto el 
TEAR de Aragón como el TEAC, si 
bien, ambos se refieren a la redac-
ción anterior del artículo 133.2 de la 
ley autonómica.
Pero el colofón aún estaba por llegar.
La contestación a la consulta 
vinculante V 397-16 (01-02-2016) 
fija el nuevo criterio de la Dirección 
General de Tributos para proce-
der a la liquidación de las herencias 
ordenadas mediante fiducia ara-
gonesa. Me refiero, claro está, a la 
Dirección general que se enmarca en 
la Secretaria de Estado de Hacienda, 
dentro del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas, y que, en 
consecuencia, es el órgano estatal 
competente para fijar la doctrina admi-
nistrativa en materia de los impuestos 
del Estado, incluidos los cedidos a las 
CCAA, como es el caso.
A su tenor, en los casos de fiducia ara-
gonesa, se debe acudir a los precep-
tos generales que regulan en la LISD 
determinadas instituciones especia-
les; en concreto, al artículo 26 de dicha 
Ley, en tanto establece cuáles son las 
reglas aplicables tanto al usufructo, 
en sus diferentes modalidades, como 
(cito textualmente) en los casos de 
“sustituciones, reservas, fideicomi-
sos e instituciones sucesorias forales”. 
Conforme a dicho precepto y según 
esta interpretación administrativa, 
será preciso, en primer lugar, anali-
zar las normas forales de Aragón que 
regulan la fiducia, así como las cláusu-
las específicas del testamento, para, 
a continuación, aplicar lo dispuesto 
en el citado artículo 26 LISD, espe-
cialmente, en sus apartados d) y e). 
De esta manera,  si el fiduciario tiene 
derecho a disfrutar de todo o parte 
de los bienes de la herencia, tempo-
ral o vitaliciamente, se considerará, a 
efectos del ISD, como un usufructo de 
La contes-
tación a la 
consulta vin-
c u l a n t e  V 
397-16 (01-02-2016) fija el 
nuevo criterio de la Dirección 
General de Tributos para 
proceder a la liquidación 
de las herencias ordenadas 
mediante fiducia aragonesa. 
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tales bienes y se valorará y tributará 
como tal. Si, además, tiene la facultad 
de disponer de los bienes, se liquidará 
el impuesto en pleno dominio, con 
carácter provisional, a la espera de 
que, en su caso, el fiduciario ejecute 
la fiducia, momento en el cual podrá 
solicitar la devolución que proceda por 
la parte correspondiente a la nuda pro-
piedad de los bienes que finalmente 
entregue a los herederos.
Consecuentemente, según este cri-
terio, si se entendiera que el fiducia-
rio puede disfrutar de los bienes, pero 
carece de facultades de disposición 
sobre ellos, se girará liquidación a 
aquél, como sujeto pasivo, por el valor 
del usufructo. Sin embargo, volvería-
mos a tener un problema respecto de 
la nuda propiedad, ya que, como tal, 
los futuros beneficiarios de la fiducia 
no la ostentan hasta la ejecución fidu-
ciaria. Sería la herencia yacente la 
titular de aquella mientras tanto.
En otro sentido, si se entiende que el 
fiduciario ostenta la facultad de dispo-
sición sobre los bienes, entonces a la 
muerte del comitente se tendría que 
girar liquidación provisional contra el 
fiduciario, sujeto pasivo, y por el pleno 
domino, a resultas de que, cuando se 
ejecute la fiducia, los ya herederos tri-
buten por el incremento patrimonial 
efectivamente obtenido, procedién-
dose a la devolución al fiduciario por 
la parte correspondiente a la nuda pro-
piedad por la que tributó y que ahora 
se transmite en virtud del acto de 
ejecución. 
Y me temo que esta última opción va 
a resultar la más habitual en la prác-
tica, en atención a lo dispuesto en el 
artículo 453 del Código del Derecho 
Foral de Aragón. A su tenor, “el fidu-
ciario podrá disponer a título oneroso 
de los bienes o derechos heredita-
rios sujetos a fiducia si el comitente 
le hubiera autorizado para ello, o para 
atender el pago de las obligaciones y 
cargas señaladas en el artículo 451, 
o cuando lo juzgue conveniente para 
sustituirlos por otros”. No obstante, 
adviértase que el mismo precepto 
viene a precisar el contenido de esas 
facultades de disposición, en tanto 
establece que la contraprestación 
obtenida quedará subrogada en lugar 
de los bienes enajenados, salvo que se 
haya destinado al pago de las deudas 
y cargas del caudal pendiente de asig-
nación, y que el fiduciario deberá dar 
cuenta al administrador de toda ena-
jenación que haya realizado y, en su 
caso, de los bienes adquiridos que han 
sustituido a los enajenados. 
El refranero español tiene una expre-
sión para explicar lo ocurrido que 
incluye un viaje y unas alforjas.
Todo este proceso comenzaba con 
las quejas de los foralistas aragoneses 
por el desconocimiento que nuestro 
derecho fiscal sucesorio dispensaba 
a la peculiar naturaleza de esta figura, 
y continuaba con una versión crítica, 
ya desde un punto de vista puramente 
tributario, por el escaso tino que el 
artículo 54.8 RISD demostraba con 
relación a la delimitación del hecho 
imponible y del devengo que hace la 
propia LISD. Después de la interven-
ción de varias instancias jurisdicciona-
les -TSJ de Aragón y TS- y de los TEA, 
la solución de la Dirección General 
de Tributos pasa por eliminar la 
liquidación inicial que recaía en los 
posibles beneficiarios y sustituirla 
ahora por otra que incumbe al fidu-
ciario y que tributaría por el pleno 
dominio de los bienes pendientes 
de ejecución fiduciaria. Lo que, en mi 
opinión, lejos de aclarar el panorama 
fiscal de esta figura lo acaba compli-
cando aún más.
En este sentido, la tributación en el ISD 
de la fiducia aragonesa se asimilaría a 
la que la Ley dispensa al fideicomiso 
de residuo, donde se autoriza al fidu-
ciario para que disponga de los bienes 
hereditarios y pase al siguiente sucesor 
el resto que quedase en el momento 
de la restitución. Consecuentemente, 
es lógico que se liquide el impuesto 
por el pleno dominio. En este caso, no 
cabe duda de que el fiduciario es un 
heredero que se subroga en la posi-
ción jurídica del causante. 
Sin embargo, en la institución ara-
gonesa, aunque el fiduciario puede 
realizar determinados actos de dispo-
sición sobre los bienes de la heren-
cia, no se trata de un heredero, sino 
que su misión principal se centra en 
ordenar la sucesión. A mayor abun-
damiento, sus facultades de disposi-
ción sobre los bienes nada tienen que 
ver con el supuesto anterior, ya que, 
además de las limitaciones conteni-
das en la norma foral, la contrapres-
tación obtenida por la enajenación de 
los bienes queda subrogada en lugar 
de los bienes enajenados.
La conclusión parece clara. La nueva 
solución que ahora se proyecta sobre 
la liquidación del ISD en los casos de 
fiducia aragonesa continúa descono-
ciendo los rasgos esenciales de esta 
figura y puede acabar por desincenti-
var su utilización, poniendo en riesgo 
una tradición muy arraigada en nuestro 
derecho sucesorio.
Antonio J. García Gómez
Prof. Titular de Derecho Financiero y 
Tributario (Universidad de Zaragoza)
Coordinador del Grado en Derecho.
La nueva solu-
ción que ahora 
se proyecta 
sobre la liqui-
dación del ISD en los casos 
de fiducia aragonesa con-
tinúa desconociendo los 
rasgos esenciales de esta 
figura y puede acabar por 
desincentivar su utilización, 
poniendo en riesgo una tra-
dición muy arraigada en 
nuestro derecho sucesorio.
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Desde el año 2010 el Gobierno de 
Aragón, a través del Departamento 
de Presidencia, y en particular de 
la Dirección General de Relaciones 
Institucionales y Desarrollo Estatutario, 
viene participando en la elaboración 
anual de una interesantísima publi-
cación denominada “Informe de las 
Comunidades Autónomas”. Se trata 
de una publicación anual, que dirige 
y coordina el Instituto de Derecho 
Público de Barcelona desde el año 
1989, y que analiza pormenorizada-
mente la actividad de las Comunidades 
Autónomas y del Estado central, valo-
rando así la evolución y desarrollo del 
Estado autonómico. En este informe 
se investigan además, competen-
cialmente hablando y desde el año 
pasado las técnicas de colaboración 
en los principales ámbitos comparti-
dos por el Estado y las Comunidades 
Autónomas. 
Todos los años una vez concluido 
el informe y antes de su publica-
ción, es presentado y debatido 
en el denominado Foro de las 
Autonomías. Este foro está desti-
nado a promover el diálogo acadé-
mico y político entorno al desarro-
llo del Estado autonómico español. 
El objetivo último del Foro es forta-
lecer el debate académico-político 
en torno al Estado autonómico en un 
doble sentido, desde el ámbito acadé-
mico ofreciendo análisis y propuestas, 
y desde el ámbito político, planteando 
los problemas y retos más urgentes 
de manera que se pueda orientar la 
investigación y el análisis hacia los 
temas planteados, prestando espe-
cial atención, en cuanto a su conte-
nido a los temas tratados en los estu-
dios monográficos. 
Próximo el final de este “ajetreado” 
2016, se han iniciado ya los traba-
jos preparatorios del Informe de las 
Comunidades Autónomas de 2016, 
en los que, un año más, está partici-
pando la Comunidad Autónoma de 
Aragón. El 24 de octubre de 2016 ha 
tenido lugar la primera reunión de la 
Comisión de Seguimiento del Informe 
en la que se han acordado los temas 
monográficos que van a ser anali-
zados y posteriormente debatidos 
en el Informe de las Comunidades 
Autónomas 2016 y en el Foro de las 
Autonomías. En concreto los temas a 
tratar serán: de un lado el papel de 
las CC.AA en garantía de los derechos 
sociales, que se ha suscitado a raíz de 
los recortes económico-sociales pro-
vocados por la crisis económica. El 
segundo de los temas sería la inmi-
nente necesidad de proceder a la revi-
sión del modelo de financiación auto-
nómica. A este respecto se abordará 
además el uso “correcto o no”, que el 
Estado realiza del artículo 135 de la 
CE 1978 para justificar “posibles inje-
rencias” competenciales en los orde-
namientos internos autonómicos. El 
nuevo informe incorporará un apar-
tado dedicado a cuestiones canden-
tes de política internacional que hayan 
marcado el año objeto de análisis en 
el informe.
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